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En la ciudad de Tumbes, siendo las siete de la mañana con treinta minutos del día diez 

de junio del año dos mil nueve, se da inicio a la sesión del Pleno Jurisdiccional 

Distrital en materia Laboral y Familia de la Corte Superior de Justicia de Tumbes, 

convocada para la fecha y llevada adelante en el Auditorio de la Corte Superior; con 

la finalidad de discutir algunos problemas jurídicos cuyo tratamiento en el ámbito 

jurisdiccional produce determinadas discrepancias entre los operadores del derecho, 

buscando unificar algunos criterios a fin de hacer más predectible la justicia. A 

continuación el señor Doctor Percy Elmer León Dios, Vocal Titular y Presidente de la 

Comisión de Magistrados a cargo de los Plenos Distritales en la Corte Superior de 

Tumbes, procedió a dar la bienvenida a los señores Magistrados presentes al Pleno 

Jurisdiccional Distrital en materia Familia - Laboral de la Corte Superior de Justicia-de 

Tumbes, manifestando que como política institucional tiene establecido el Poder Judicial 

y nuestra Corte Superior, los temas que nos convoca son interesantes y de singular "E m 

% % trascendencia por cuanto existe discrepancia entre los diversos órganos jurisdiccionales 

;t:f respecto a los criterios de aplicación de las normas sobre los temas escogidos materia 

“ & de debate en este dia, de ahí la importancia de que el Poder Judicial se reúna y 

_% g. establezca los criterios de interpretación que mas se ajusten a la ratio de la norma; 

\/ § fi asimismo en nombre del señor Presidente de Corte, Dr. Luis Finlay Salvador Gómez, a 

z 5 través de su persona trasmite sus disculpas por no estar presente en este día en razón 

- que el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial ha dispuesto el día de ayer una pasantía 

para diversos magistrados y trabajadores de la Corte, por lo que han tenido que arribar a 

Ta ciudad de Trujillo, asimismo trasmite la felicitacion de los integrantes del Área de 

a 

n la discusión de los temas a nivel de cada grupo integrados conforme 

detalle siguiente: 



GRUPO N* 4: Integrado por los doctores León Dios Percy Elmer, Valencia Hilares Hugo, 

Juárez Castro Manuel, Primo Vásquez María Celia, Arreátegui Calle- Luz, Lip Zegarra 

'Carla Melissa, Nizama Huiman Julio Nicolas, Macalupu Castillo Marleny, Castillo Bustios 

Juan Carlos y Zúñiga Ruiz Neyssy. 

GRUPO N* 2: Integrado por los doctores Cerrón Rengifo Luis Fernando, Falla Salas 

Carlos Augusto, Periche Rumiche Christian Milagros, Zárate Vite Emma del Pilar, Vereau 

Trigoso Tony E, Huiman Cruz Tomás Medardo, Arica Raymundo Karina Paola, Soto 

Rebaza César Paúl y Arteaga Guzmán Alex. 

GRUPO N* 3: Integrado los doctores Díaz Piscoya Pablo, Pacheco Villavicencio Mirtha 

Elena, Lozada Oyola Carlos Eduardo, Castro Carrasco Víctor Daniel, Bringas Enciso 

Juana G., Rufasto Chapa Gerard Mitchell, Saavedra Valladares Paola Mercedes, Viera 

Mantilla Gina Liz, Paz Olaya Sheila Diandra Lyseth y Ordinola Armas Carla. 

;dízííéb N* 4: Integrado los doctores Vizcarra Tinedo Wiliams Hernán, Quispe Tomayila 
'E' tgleoncio, Salazar Flores Javier, Maldonado Pérez Jennifer Roxana, Coronado Balladares 

= 

2 ;_:"_Jimmy. Torres Satán Karin Yulee, Gonzáles Chávez Maria Mercedes, Nole Zapata 
- 

4 7 Teresa Aurelia, Chanava Contreras Elizabeth R., Lozano Avalo Sara y Noriega Alban 

E 5 Jorge Luis. - - 
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- -| PRESCRIBEN O NO LAS PENSIONES ALIMENTICIAS EN APLICACIÓN 

DEL ART. 2001° INC. 4) DEL CÓDIGO CIVIL. 



El problema se presenta cuando el acreedor no exige oportunamente el pago de las 

nsiones devengadas y recién lo hace después de transcurrido un periodo de tiempo 

que supera los dos años, dando lugar a que el obligado pretenda oponer el plazo de 

prescripción para se declare extinguido el crédito así devengado; originándose entonces 

el dilema para determinar el plazo de prescripción qué se debe aplicar. 

En materia de obligaciones alimentarias hay quienes sostienen que el derecho a los 

alimentos es imprescriptible y que en consecuenpia las pensiones alimenticias 

devengadas nunca prescriben. Otro sector considera que tratándose de pensiones que 

Se han devengado dentro de un proceso sentenciado, se debe tomar como plazo de 

fiprescnpc&én el de diez años, por tratarse de una acción que proviene de una ejecutoria 

i & (es decir asumen que se trata de una actio iudicati). Finalmente una tercera posición, muy 

5 importante por cierto, sostiene que las pensiones alimenticias devengadas prescriben en 

el plazo de dos años, es decir se trata de la corriente que se alinea con el plazo 

§ establecido en el inciso 4) del artículo 2001* del Código Civil vigente. 

7 5 Ante esta trilogía de posiciones, considera conveniente aproximarnos a la más adecuada 

é o razonable, pero además que cualquiera que sea la posición que se adopte para 

resolver este tema, sea trasmitida a los justiciables a través de una resolución 

¡Sebidamente motivada, tal como lo impone el inciso 5) del articulo 139* de la Constitución 

%el Estado, el cual inspira una motivación completa tanto en cuanto la quaestio iuris como 

"Ta quaestio facti. 
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experiencia vivida como servidor de la Administración de Justicia desde el cargo de 

'Secretario Judicial en nuestro Distrito Judicial, que ha intervenido en múltiples procesos 

de alimentos, me ha permitido comprobar que no existe un criterio uniforme (aunque sí 

uno mayoritario) entre los magistrados para resolver los casos de prescripción extintiva 
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Como todos sabemos la Prescripción es una Institución Jurídica de raigambre romana y 

le origen procesal fundada en el transcurso del tiempo; que también ha sido recogida en 

nuestro ordenamiento para producir efectos sobre las acciones, la prescripción extingue 

la acción pero no el derecho mismo, conforme lo establece el artículo 1989* del Código 

Civil. El doctor Fernando Vidal Ramirez expresa como noción genérica: "...La 

prescripción se puede entender como un medio o modo por el cual, en ciertas 

condiciones, el transcurso del tiempo modifica sustancialmente una relación jurídica”, el 

mencionado autor hace pues una distinción entre el derecho subjetivo y la acción 

considerando a esta última como entidad jurídica diferente y autónoma, conceptualiza a 

W acción como derecho a la jurisdicción, llegando a la conclusión adoptada por el Código 

i 9  Civil peruano “...de que lo que prescribe es la acción entendida como la pretensión 

mediante la cual se ejercita el derecho para alcanzar su tutela jurisdiccional”, con lo cual 

queda aclarado que el postulado contenido en el referido numeral 1989° del C.C., no está 

referido a la acción como derecho de acudir a los órganos jurisdiccionales (derecho 

subjetivo que como tal no podría ser aniquilado). 

En nuestro ordenamiento jurídico se encuentra reconocido el derecho de prescribir, salvo 

el caso de acciones específicas que la misma legislación ha señalado taxativamente 

Zotras. 

escripción ha sido propuesta como excepción por la defensa del obligado), o bien que 

azo para ejecutar la sentencia es de diez años (cuando el obligado invoca la 

ente (cuando el beneficiario de la pensión es tal) para desestimar la prescripción 

ipor el obligado. 

decid, que el tema de la prescripción extintiva de las pensiones alimenticias 

á evéñgas. no obstante la apariencia de ser un tema de fácil entendimiento, ha



aproximarnos a una posición que permita resolver el tema de acuerdo a las normas 

sustantivas que imperan en nuestro sistema de derecho. 

El articulo 2001* del C.C., señala los plazos prescriptorios, y en forma textual en su inciso 

4) nos informa: Prescriben salvo disposición diversa de la ley "A los dos años, la acción 

anulabilidad, la acción revocatoria, la que proviene de pensión alimenticía y la que 

corresponda contra los representantes de incapaces derivadas del ejercicio del cargo”. 

Evidentemente estamos ante casos en los cuales ya existe una sentencia de condena (no 

solamente ha declarado un derecho sino que ha ordenado el cumplimiento de una 

prestación) emitida por el Órgano Jurisdiccional que a partir de la misma origina un 

¿, derecho creditorio, y por lo tanto bien podria admitirse que se trataría de una actio iudicati 

é’ a la que el inciso primero del mismo artículo, extingue a los 10 afios; sin embargo en 

? foma expresa el inciso 4) de la norma le ha señalado un plazo de prescripción menor — 

3 dos años-, lo que aparentemente sería un contrasentido que tratándose de un derecho 

| § alimentario —en el que mayormente los beneficiarios son niños o adolescentes-, el 

5 Legislador peruano le haya :conferido un plazo menor de prescripción, sin embargo 
u 

gonviene aclarar que en estricto el plazo de prescripción de dos años, no está orientado a 

nsuíxtinguir la acción alimentaria (la que puede considerarse imprescriptible dado que para 
3u ejercicio basta acreditar la condición de alimentista ya sea por un menor de edad o por 

no encontrarse en aptitud para atender su propia subsistencia) entendida como 

pretensión, sino más bien la obligación patrimonial que no ha sido exigida al deudor por 

espacio de 2 años o más, pero sin extinguirse el derecho alimentario en si, ni tampoco 

afectar el derecho de reclamar el pago de los períodos que no han sido afectados por el 

periodo de prescripción previsto en la norma antes mencionada. Todo lo cual tiene su 
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señalado anteriormente surge la necesidad de establecer diferencias entre 

Alimentario” y "Pensión alimentaria”, pues se trata de instituciones jurídicas 

g$: así pues la primera de ellas es el derecho adquirido por el alimentista quien 

exigirlo mientras subsista su estado de necesidad, y se caracteriza por ser 

ºzgrz_ynlis¡mo_ intrasmisible, irrenunciable, intransigible, incompensable e imprescriptible; 

a s?gu da o sea la pensión de alimentos, consistente en la asignación fijada voluntaria o 

dicialmente para la subsistencia de una persona que se halla en estado de necesidad, 



contrario tratándose de una obligación generalmente patrimonial que genera un derecho 

creditorio, es renunciable, transigible, compensable, transferible y prescriptible. 

De los casos analizados para abordar este tema, se podrá observar que la posición 

mayoritariamente adoptada por los señores magistrados del Distrito Judicial de Tumbes, 

que tienen competencia para resolver este tipo de planteamientos, se alinea con la de 

quienes defienden la actio iudicati, y sostienen que tratándose de un proceso que se 

encuentra en ejecución de sentencia, no le es apl'n:able_ el plazo de prescripción previsto 

en el inciso 4) del artículo 2001* del C.C., argumentando que éste último lo que limita es 

el inicio de una acción, pero no la ejecución de una prestación contenida en una decisión 

judicial firme (sentencia) y por lo tanto —concluyen- el plazo de prescripción que debe 

observarse es el que se encuentra contemplado en el inciso 1) de la misma norma legal. 

= Esta posición si bien es cierto es adoptada con la finalidad de brindar preferente atención 

a los derechos de niños y/o adolescentes (quienes en la mayoría de los casos resultan 

g ser los beneficiarios del derecho alimentario), habiéndose incluso en uno de los casos del 

- G muestreo, invocado la aplicación del Principio del Interés Superior del Niño; a criterio del 
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facilitador, no concuerda con el sentido del inc. 4) del art. 2001° del C.C., y por el 

contrario considero que de algún modo se estaría afectando el derecho al Debido 

= Eprooeso, al producirse una decisión contraria al sentido de la norma invocada por el 

S Sobligado, sin una fundamentación o motivación adecuada o suficiente (por mandato 
& - expreso de la Constitución las resoluciones judiciales con excepción de las de mero 

( - 5… r; trámite, deben ser motivadas, debiendo contener un juicio o valoración en donde el juez 

‘/ g' 5 debe exponer las razones o fundamentos fácticos y jurídicos conforme a las cuales 

I'f'_¡ g decide la controversia) 

1e 
3 g lo general los jueces ordenan que la pensión alimenticia se pague mensualmente, 

E atender las carencias del alimentista generadas en dicho periodo; por lo tanto las 

ue fuese menor de edad), no solicita la ejecución de la obligación y transcurren los 

os habrá operado la prescripción y se habrá extinguido la facultad de cobrar la 

ón del decurso prescriptorio previstos en el artículo 1994° del C.C; pues de lo 

arecería de sentido que el Legislador haya incluido un período de prescripción



especial para las pensiones alimenticias devengadas, por lo que considero que en ese 

sentido deberían trabajar los operadores del Derecho (jueces y abogados de la defensa). 

PONENCIA A CARGO DEL DOCTOR JUAN JOSÉ ESTRADA DÍAZ. Si bien lo que se 

pueda aportar en el Pleno no tiene carácter vinculante, pero si debe ilustrar y debe 

ayudarnos a precisar algunos conceptos que se han expresado y además que ya existen 

a nivel jurisprudencial, de una jurisprudencia que lamentablemente no tiene el carácter de 

doctrina jurisprudencial aún cuando se mantiene un concepto con la última modificación a 

| recurso de casación que se ha convertido a la Corte Suprema en una tercera instancia. 

<\ Vamos a empezar por el primer tema de la “prescripcion extintiva del derecho 

alimentario”, aquí partimos de una premisa que puede ser polémica, el expositor Manuel 

S_ \Juérez Castro afirmaba que la naturaleza del derecho alimentario en el Perú es 

u _ ¿nlpau'¡monial. del cual discrepo, pues nuestro Derecho Civil, Derecho privado ha sido hecho 

6 3 %º en base a lo que decia el Dr. José Hurtado Pozo -1a Ley Importada— hemos importado 

3 ,S mucho derecho, hemos empastelado Códigos Civiles de diferentes paises, nos hemos 

2\ % guiado por el Código Civil Italiano de 1942, el código francés de 1804, el código alemán y 

el código español, que son códigos muy antiguos; por ejm. en el código civil italiano, el 

derecho de familia, si bien es cierto, pertenece al ámbito del derecho privado, sin 

%: (embargo sus normas son de orden público, por tanto hablamos del derecho coactivo, es 

ºecr las normas de orden público se cumplen inexorablemente; pero resulta que, por 

P, f:ejm. en el derecho civil italiano y el derecho civil español, al derecho alimentario si le dan 
e 
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g el carácter patrimonial, tanto así por ejm. en el derecho italiano se puede endosar, 

ú £ compensar y transar sobre el derecho alimentario, nuestro sistema normativo en el Art. 5 
¿,,º: E 487 no admite la transacción, no admite la compensación en materia alimentario, osea el 

& § derecho alimentario como tal (no confundir derecho alimentario con pensión alimentaria) 

no es materia de compensación ni cesión, es decir, no entra al tráfico jurídico como 

fectivamente está en el campo del derecho civil no patrimonial por eso es que si hay . 

estricciones que se pueden imponer a vínculo de carácter contractual, y en nuestro caso 



ley y en materia de exequatur fue el caso Munser el cual es un caso emblemático en el 

Internacional Privado, en el Derecho de Familia Internacional, donde una pareja 

de esposos, ambos norteamericanos deciden poner fin a la relación conyugal previa a 

una separación por incompatibilidad de caracteres (convencional), se produce la 

separación y en ese contexto se fija una pensión alimenticia convencionalmente, se 

acumulan las pensiones devengadas en la suma de setenta y siete mil dólares y su ex 

cónyuge solicita al Juez el pago de las pensiones y descubre que no esta en New York, 

sino en Francia — París, recurre a la Corte Francesa a exigir el pago de las pensiones vía 

TÍ exequatur y él invoca el hecho de haberse mudado de domicilio que en el contexto del 

derecho internacional privado se llama “fraude a la ley”, pues se ha mudado de domicilio 

S“xxde acuerdo al derecho Francés las pensiones alimenticias prescriben a los cinco años 

de haberse hecho exigibles; la Corte Francesa en Primera Instancia acogió su pedido; la 

= "Dorhe Superior de París revocó el pedido e interpretó que las pensiones prescriben por 

e f ºglos primeros cinco años en que eran-exigibles, posición diferente a la Jurisprudencia 

“ citada por el ponente Juárez), en la cual se establece invocando el Art. 2001 inc. 1) del 

— Código Civil el cual señala que prescriben las acciones que sean exigibles por sentencia 

judicial; en este extremo existe también discrepancia en cuanto no se refiere a la 

prescripción de una sentencia judicial sino aquellas acciones que en mérito a una 

cia judicial, sugiriendo o disponiendo u ordenando que a partir de ahí se accione, 

ejm. si la sentencia dice haga valer el interesado la acción tal, a partir de ahí son diez 

años de prescripción, pero ese es otro tema de Derecho Civil; para el ponente no 

rescribe las sentencias judiciales, sino a bien cobrarle cuantas deudas que en el futuro 

ueden ser ejecutables y en que su momento fueron castigadas por que no podían ser 

cobradas, entonces lo que prescribe son las acciones que pueden ser exigibles porque 

en la sentencia judicial el a quo determinó que acción debería lm¡erponecse Para el caso 

y goncreto es que ahí debe considerarse que la prescripción de acuerdo al Art. 2001 Inc. 4) 

< los dos primeros años, es decir si la pensión alimenticia se debe por cinco años, 
= 5¡:5 dos primeros años no son exigibles, los tres años siguientes si, porque el espíritu es 

amente el estado de necesidad; se han visto casos en los cuales el cobro de la 

Behsión a pesar que se liquidan sucesivamente, no son posible de hacerse efectiva, en 

er lugar porque el obligado evade; sin embargo ahora el apercibimiento y la 

jecuente denuncia de Omisión a la º(sistencia Familiar tiene otro tratamiento con el 

o Código Procesal Penal que ha entrado en vigencia en este Distrito Judicial, ahora 

cho más rápido, mas expeditivo. Muchas veces las pensiones alimenticias a pesar 

on exigibles no son pagadas y el sujeto obligado incurre en diferentes 

es: devuelve cédulas, cambia de domicilio, renuncia al trabajo, el embargo de 

e la cónyuge, quien va ha responder por las pensiones devengadas que 
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incumple pagar el obligado; el estado de necesidad es lo más inmediato, lo más próximo 

7.( a la fecha en que se requiere la pensién; entonces el espíritu no es que prescriban 

N totalmente las pensiones, sino que los dos primeros años no son cobrables pero los años 

| — siguientes a la fecha en que se produjo la última liquidación si son exigibles pero cuando 

la prescripción se hace valer, no en vía excepción por ser la etapa postulatoria, sino en 

articulación que se propone contra la liquidación, es decir una vez que se propone la 

Ñ misma debe ser puesta en conocimiento del obligado donde advierte que las pensiones 

:f? ‘qpueden ser excesivas, o amortizado una parte, entonces la observa, se produce la 

'aprobación por parte del Juzgado y a partir de ahí es donde se puede deducir entre los 

días siguientes de notificado para que pague la pensión, la prescripción extintiva de los 

dos primeros años de la pensión alimenticia. El derecho alimentario es imprescriptible 

pero las pensiones alimenticias sí prescriben a los dos años a partir de que son exigibles. 

CONCLUSIONES DE LOS GRUPOS DE TRABAJO 

En este estado, el doctor Percy Elmer León Dios, Presidente de la Comisión de Plenos, 

concede el uso de la palabra a los señores relatores de cada grupo de trabajo a fin de 

que den lectura de las conclusiones arribadas respecto al primer tema, conforme se 

detalla a continuación: 

GRUPO N* 4: POR UNANIMIDAD acuerdan que prescriben las pensiones devengadas 

no cobradas dentro de los dos años siguientes a su exigibilidad, conforme al Art. 2001 

eran nuevas pensiones que pueden ser objeto de cobro por el titular del derecho 

ario o su representante. 

= 

S gue|tratandose de pensiones que se han devengado dentro de un proceso 

3 efienoi do, se debe tomar como plazo de prescripción el de diez años, por tratarse de 
S 

ión que proviene de una ejecutoria. 

; N* 3: POR UNANIMIDAD manifiestan que sí prescriben las pensiones 

E ‘ny;:ias en aplicación del Art. 2001* inciso 4) del Código Civil, y descarta la posición 

e 1 inciso 1) acerca de la prescripción de la acción que nace de una ejecutoria, 

10 años por especialidad de la norma, sin embargo entró a debate a que se



refería los dos años que prescribe la ley, el grupo ha establecido al respecto, contabilizar 

%fa’fecha de prescripción desde el último periodo de pensiones alimenticias, solamente los 

- dos últimos años , es decir los dos años más cercanos a la fecha actual de la tiquidación; 

los años precedentes por pasividad e inactividad de ta demandante la Ley sanciona con 

la prescripción de las pensiones alimenticias. 

GRUPO N”-. 4: POR UNANIMIDAD concluyen que las pensiones alimenticias sí 

prescriben, sin embargo no han llegado a un consenso respecto al plazo de prescripción 

¿7 de las pensiones alimenticias, obteniendo empate por un lado se tiene que la pensión 

= ¿;Slimemic¡a prescribe a los dos años, tal como lo prevé el Art.2001° inciso 4) del Código 

r 5 Civil, toda vez que la prescripción castiga la inacción del demandante, además tomando 

Ql-‘" 2 5, en cuenta que uno de los requisitos para solicitar pensiórf ainentc¡a_ es el esfa(_io de 

i&_ neoesidad;yporotrolado.serhaoonsaderadoqueprescrbealosdlezafios.puesla 

E exigencia del derecho alimentario tratándose de pensiones alimenticias se sustente en 
h & 
.yº < que previamente debe estar señalado una pensión decretada por sentencia judicial. 
— Elsue 

p ¡g¿-nEBATE: 

ggg Luego de leídas las conclusiones arribadas por los señores relatores de los cuatro grupos 

— 052 de trabajo, el Presidente de la Comisión, concede el uso de la palabra a los asistentes 
- 
233' que deseen efectuar algún aporte adicional a los argumentos ya vertidos. 

n.:& En este estado, el Dr. JAVIER CARLOS SALAZAR FLORES, integrante del grupo cuatro 

sostiene que es de la opinión que las pensiones alimenticias no prescriben porque no 

g&;uede aplicarse el Código Civil en el Art. 2001* inciso 4) ni tampoco al inciso 1) porque no 

2estamos hablamos de una acción sino de un derecho declarado judicialmente inclusive 

con la calidad de cosa juzgada y ello obedece también que una consecuencia de no 

gar las pensiones alimenticias devengadas en ser denunciado penalmente, si fuera 

escribe a los dos años entonces tranquilamente un procesado podría decir en el 

enal que a los dos años de ser investigado, que la acción ha prescrito y por tanto 

de aplicaria el Art. 83° del Código Penal, igualmente si fuera diez años, y que pese 
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la, pues si prescribiese la acción penal, podría inclusive accionarse un 

b para ejecutar las pensiones alimenticias en sede civil, y en lo penal podría 

ibir la pena y si prescribe la pena que contiene como reglas de conducta pagar las



; como cosa juzgada formal, pueda prescribir, además el inciso 1) del artículo en mención 

señala que las acciones derivadas de una ejecutoria, pero esa acción es independiente, 

echo de ejecutar una pensión ai… no’es una acción es parte de una decisión 

en una sentencia, es ya Cosa juzgada, criterio que no comparte además por que no se 

puede decir que porque no reclama ya no está en estado de necesidad, estamos 

supliendo a una parte, si el demandado dice que el alimentista ya no tiene necesidad 

q entonces que pretenda una exoneración o reducción de pensión, pero no se puede tener 

una presunción iure et de iure en el sentido que transcurrió dos o diez años ya no tiene 

necesidad. 

El Dr. CARLOS AUGUSTO FALLA SALAS señala en primer lugar se debe tener presente 

+7 que prescripción extingue la posibilidad o facultad de ejercitar la acción pero no extingue 

N gl’?de«echo son dos cosas distintas. Segunda situación, la norma hace referencia a la 

APrescripción de la pensión alimenticia. Tercera situacion, una cosa es el derecho 

ejerce cada padre y madre en el seno de su hogar de manera natural, y si hay conflicto 
puede haber una solución intermedia que es la conciliación ante un centro de conciliación 

o ante una Demuna; y el otro tipo de conflicto que lo soluciona el órgano jurisdiccional por 

letennedio del Juez quien establece una pensión alimenticia; particularmente considera 

ue la demanda de alimentos, dado que las pensiones alimenticias devienen 

a. 5 : ! § g 5 3 & % : & 3 

extracontractual, tengo dos arfos para demandar las pensiones alimenticias que no se me 

han otorgado en ese periodo y las que se devenguen en el futuro por las pensiones que 

se fijen; ahora bien, si obtengo una sentencia, ésta cuando obtiene la condición de cosa 

gu.zgada su ejecutoriedad tiene un plazo prescriptorio que es de diez años, en este caso 

Sqépndo hay sentencia es preferible el periodo de diez años por dos razones: 1) el estado 

de necesidad del niño que en todo caso en el Perú es a los dieciocho años que es 

A ELENA PACHECO VILLAVICENCIO quien discrepa con la posición del Dr. 

ion para reclamar alimentos no prescribe, lo que establece el Art. 2001* inciso 

ue genera la liquidacion de una pensión, a partir de que sale la resolución con



deméndama o la demandante tendria dos años para ejercer su acción para cobrar esa 

Q/ liquidación porque el proceso ya terminó, está en ejecución, entonces, teniendo en 

/ - cuenta eso, si la demandante no hizo valer su derecho a cobrar luego de transcurrido 

cinco años, se puede entender que la parte demandada cumplió el requerimiento en ese 

lapso de tiempo porque precisamente la prescripción es una sanción a esa inercia, por 

eso para el cobro de esas pensiones alimentarias el plazo prescriptorio es de dos años. 

Dr. PABLO DIAZ PISCOYA, hace referencia que existen dos posiciones que han sido 

Q‘? entregadas para este tema, si prescriben o no prescriben las pensiones alimenticias, por 

N .@’que no podemos cambiar ni proponer una tercera posición. Cuando el Código Civil 

\-i’? el Código Procesal Civil, éste código data de 1984 y si revisamos la Constitución ésta 

N oj¿sº habla del derecho de acción, acción de habeas corpus, acción de habeas data, acción de 

amparo; este derecho de acción ha sido modificado el día de hoy, lo que pasa que el 

derecho civil asimilaba el derecho de acción a todo, lo que debemos entender 

implemente es el derecho a ejecutar las pensiones alimenticias, por lo que siendo la 

nterrogante si prescriben o no las pensiones alimenticias, el grupo ha coincidido 

unánimemente que sí prescriben; aclarando que si se denuncia penalmente ya no cabría 

la prescripción porque ahí ya se interrumpió los plazos prescriptorios y se está ejerciendo 

precisamente una liquidación que ha quedado firme, hablamos del término de la 

u prescripción cuando practicada la liquidación y oponemos la prescripción, en su concepto 

& señala que las pensiones alimenticias prescriben a los dos años por tratarse de una 

— noma especial; es cierto que el Art. 2001* en su inciso 1) dice: prescriben a los diez años 

g gja acción personal, la acción real, la que nace de una ejecutoria pero eso es una norma 

32 íénérica porque en el inciso 4) tenemos una norma especifica que habla sobre la 

5 grescripción de la pensión alimenticia, entonces no podemos hacer viable una norma 

g ggenética cuando hay una especial, pues cuando se generan las antinomias se debe 

3 resolver precisamente aplicando la norma especial antes que la norma general. Si se 

&S
 

S
C
O
Y
A
 

'A
LA
 
CI
VI
L 

3 
P
E
 

Tu
s 

*2 
P 

E 

D
 

R 
Jiipy

 



enunciado normativo cuando dice que proviene de pensión alimenticia; todo enunciado 

debe ser interpretado creando una norma juridica aplicando en proceso interpretativo los 

incipios y valores que sustentan los derechos contenidos en ese enunciado normativo 

por lo tanto si se habla de pensiones alimenticias tenemos que’interpfetano en un sentido 

más amplio, más sistemático, la prescripción solamente mata la acción entendida como el 

derecho de viabilizar el derecho a la tutela jurisdiccional que es un derecho abstracto; si 

se partiera del supuesto de que la prescripción mata la acción y no el derecho, con tener 

una sentencia, se fiene un derecho reconocido judicialmente, cómo podríamos decir que 

esta sentencia que reconoce un derecho patrimonial prescribe a los diez años conforme 

al inciso 1) del Art. 2001° y esta otra sentencia judicial que reconoce un derecho 

alimenticio prescribe a los dos años, si ambas son resoluciones judiciales, en ambos 

casos se va ha hacer efectiva esa sentencia que ha reconocido un derecho, por lo tanto 

prescribe la acción y no el derecho; cuando se plantea una acción los abogados cometen 

el error de interponer una demanda pero nunca dicen a pattir de cuando corre la pensión 

alimenticia y somos testigos que las liquidaciones se practican desde la fecha en que se 

f>': á—¡oliñcó la demanda por la razón que no se dijo desde cuando debía correr esa obligacion; 

S §cuando una persona demanda alimentos y fija a partir de cuándo debe correr el mismeo, 
P 

Y de junio, podemos iniciar válidamente una acción judicial sin que me planteen una 

& excepción de prescripción para cobrar los alimentos desde el diez de junio del dos mil 

siete para adelante. 

a ggl' 'ACIÓN: Concluido el debate plenario, el Presidente de la Comisión, Dr. Percy Elmer 

;':,Í @.&bn Dios, invitó a los señores Vocales Superiores Participantes a emitir su voto respecto 

g adas posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente: 

Ja'posición número 01: Total de O votos, porque la acción no prescribe. 
N 

7



CONCLUSIÓN PLENARIA: El Pleno adoptó por MAYORÍA que las pensiones 

alimenlipias prescriben a los dos años, en aplicación al Art. 2001° inciso 4) del Código 

TEMAN*2 

UIEN RECONOCIÓ UN HIJO EXTRAMATRIMONIAL 

PUEDE INICIAR DESPUÉS UNA ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD 

PONENCIA A CARGO DE LA DOCTORA MARIA CELIA PRIMO VASQUEZ. Sostiene 

c,que casos como el que a continuación expondrá, son sometidos frecuentemente al 

¿—%' Poder Judicial bajo la-vía de impugnación de Paternidad Extramatrimonial, algunos 

< inicialmente fueron declarados improcedentes de plano, en el sustento de la 

irrevocabilidad del reconocimiento y la prohibición de impugnación por quien intervino en 

el acto de reconocimiento; más en la mayoría de ellos se le ha dado trámite 

Lorivilegiandose el derecho a la tutela procesal efectiva del Estado, presentándose 

?wevamente la dificultad remarcada al momento de sentenciar. Al efecto, debo precisar 

inado día y de forma imprevista le comunicó que había dado a luz a un niño y 

a el recurrente era el padre del mismo, por ello él acudió a los registros civiles de 

unicipalidad Provincial de Tumbes, a fin de registrar el nacimiento del menor 

UITO DE LOS PALOTES FIESTAS, quien nació el 05.10.06; dicho acto lo 
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* “ Posteriormente por fuentes fidedignas se enteró de que la demandada mantenía 

relaciones sexuales con otra persona, incluso la propia LALITA FIESTAS RIPERT 

en dos oportunidades por motivos de que PERICO DE LOS PALOTES no tenia 

dinero para darte, le gritó que lo había jodido y que el niño que había reconocido no 

era su hijo y que solo lo hizo con la intención de obtener ventajas económicas de él. 

* Que LALITA FIESTAS RIPERT entabló un proceso judicial de alimentos a favor del 

citado menor; tramitado por ante el Primer Juzgado de Paz Letrado de esta ciudad, 

en la que se estableció una pensión alimenticia de S./ 350.00. 

* Que a efectos de'detenninar si era el verdadero padre del menor PAQUITO ofreció 

realizarse la prueba científica de ADN; indicando que su petición resultaba atendible 

mediante esta vía, más aún si se tiene en cuenta que toda persona tiene derecho a 

Q,¿? conocer su filiación, por consiguiente al menor le asiste el derecho a conocer a su 

Que la misma se debió DECLARAR IMPROCEDENTE DE PLANO, toda vez que el 

inciso 6 del artículo 402, resulta inaplicable ya que está referida a lograr el 

reconocimiento judicial de los hijos extramatrimoniales, y en cuanto al artículo 399 

del Código Civil, está supeditado a que el impugnante no haya intervenido para nada 

en el acto de reconocimiento, situación que no se presenta en. tanto que luego del 

nacimiento de PAQUITO, el demandante en pleno uso de su capacidad civil se 

constituyó por propia voluntad a las oficinas del registro civil de esta ciudad para 

g & reconocer al hijo en común estampando su firma y huella digital ndo con ello 

úen forma es la idad que ahora en forma malévola pretende impugnar. 



* _ Indica que no es verdad lo manifestado por el accionante en cuanto a que haya 

ido relación esporádica, por el contrario el accionante fue quien decidió llevarla a 

un cuarto alquilado en donde convivieron; — 

Que es falso que la recurrente le haya comunicado en forma imprevista del 

nacimiento de su menor hijo toda vez que desde un inició el accionante tuvo pleno 

conocimiento del mismo, sin embargo se desentendió de de sus obligaciones como 

pareja. - 

q Que la pretensión de PERICO DE LOS PALOTES, es sustraerse a la pensión 

alimenticia. 

En la audiencia de pruebas se procedió a aperturar el sobre lacrado conteniendo los 

resultados correspondiente de la. prueba de ADN, EN LA QUE SEGÚN EL 

£ _,a PRIMERA POSICIÓN 
PE . 
p ‘S’ 5 Quien reconoció a un hijo extramatrimonial no puede iniciar después una acción 

l?l. d — deimpugnación a la paternidad extramatrimonial 

pc 
O — Fundamentos: 
og2 
=8 5 
a £8 Que en el caso expuesto, el propio actor ha efectuado un reconocimiento 

__,“' personal y voluntario, por tanto no le asiste legitimidad para impugnar, por 

prohibición de la norma acotada en el artículo en el articulo 395* del Código Civil y 

ue el artículo 399° del Código Civil ” que no es aplicación en el presente caso, 

dgrque no permite la impugnación por quien intervino directamente en el acto, como si 

permite en el supuesto del reconocimiento por tercera persona, como en el caso del 
= 

econocimiento de hijo extramatrimonial efectuado por los abuelos ante la ausencia 

lo de reconocimiento la ley si le concede la facultad de negar o impugnar la 

idad atribuida a su persona. 



*busca mediante una acción judicial expresar y lograr ese desistimiento; situación que 

la ley no posibilita. 

- Que La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de la Republica en la casación 

4307-2007- Loreto de fecha 24.07.07, ha sentado bases en el sentido que “la 

revocación es un acto unilatera! y lo que busca dejar sin efecto uno anterior 

puntualmente en el caso de estudio, el reconocimiento de un hijo 

extramatrimonial, supuesto previsto en el articulo 395° del Código Civit®, 

— sobre esta base, si una persona reconoció voluntariamente la paternidad de un 

menor de edad no puede luego retractarse unilateralmente de dicho acto de 

reconocimiento. Bajo esa lógica tampoco podría solicitar por medio de un tercero (el 

juez) que se le tenga por desistido de su decisión inicial de reconocimiento pues la 

norma antes acotada establece la inviabilidad procesal de dicha acción; siendo así 

nos encontramos ante un imposible juridico, causal de improcedencia de la demanda 

prevista en el artículo 426 inciso 6) del Código Procesal Civil; en la medida que el 

articulo 399 del Código civil lo prohibe. 

- Quesi bien se ha establecido cientificamente a través del ADN que el accionante no 

es el padre biológico del menor, ello no es suficiente para estimar esta demanda, 

pues no olvidemes que el reconocimiento es un acto irrevocable tal y como se ha 

afirmado en líneas superiores. 

Diferente sería que el actor sostenga que su voluntad fue perturbada por algún acto 

exterior, que determinara la aceptación de una paternidad, que en otros términos no 

hubiera aceptado, mejor dicho que invoque un vicio en la voluntad que afecte acto 

propio de reconocimiento que se invalide jurídicamente como consecuencia de este 

acto perturbador que lo llevó aceptar y reconocer una paternidad inexistente; en este 

u¡;';so el actor deberá hacer valer su derecho, conforme corresponda, esto es, a través 

_:3, 5%1e una Acción de Nulidad de Acto Jurídico de Reconocimiento contenido en la 

—partida del menor y no mediante impugnación de la paternidad.- 

o 

%'byNDA POSICIÓN: 
792 

L 

ºbajo una estricta sustentación e interpretación en el caso abordado que quien



PRIMERA SUB. POSICIÓN: 

Si resulta posible para quien reconoció a un hijo extramatrimonial iniciar después una 

acción de.impugnación a la paternidad extramatrimonial pero en vista de que las 

normas contenidas en el artículo 395° y 399° del Código Civil son unas de naturaleza 

prohibitiva; corresponde la aplicación del control difuso privilegiando la Constitución 

Política del Perú y los instrumentos internacionales al respecto. 

Fundamentos: 

= Que la finalidad concreta del proceso es resolver el conflicto de intereses o eliminar 

una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos 

r>\sustanciales. siendo su finalidad abstracta lograr la paz social en Justicia, es sobre 

esa base y en mérito a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del estado, consagrada el 

¿lticub 1 del Titulo Preliminar del Código Procesal Civil, que don PERICO DE LOS 

SPALOTES se apersonó al Órgano jurisdiccional para IMPUGNAR JUDICIALMENTE 

LA PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL del menor PAQUITO, pretendiendo en 

realidad cuestionar el propio reconocimiento efectuado a favor del citado menor, bajo 

el sustento de que no era el padre biológico del mismo; por consiguiente 

encontrándose en discusión la filiación biológica de un niño, resulta imperiosa la 

¿necesidad de que esta se establezca y la justicia resuelva el conflicto de intereses 

generado a fin de qué el menor pueda gozar de las garantías que el ordenamiento 

jurídico le otorga en aras de su seguridad y protección presente y futura. 
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Que las normas previstas en el articulo 395° y 399° del CÓDIGO CIVIL de 1984, 

aplicables al caso materia de andlisis, son nomas de ‘caracter prohibitivo, 

bstaculizando y tomando inviable en primera la actuación del demandante; así en la 

primera norma se dispone que el “reconocimiento no admite modalidad y es 
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cendientes si hubiera muerto, y por quienes tengan interés legítimo 

imo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 395° del Código Civil, bajo 

h {?_@pogficimiema que el efectúo voluntariamente. Sin embargo no olvidemos que 

817 existen normas de rango constitucional (la Convención sobre los Derechos del Niño y TA



regulación sobre filiación debe buscar favorecer el descubrimiento de la verdad 

iológica (favor Óerilatis) para hacer efectivo el deber de los padres de prestar 

asistencia de todo orden a sus hijos, sin más restricciones que las que se centran en 

la protección de los intereses del menor (favor filii). 

Sin lugar a dudas de la exposición de motivos del Código Civil de 1984 se colige el 

sustento de las normas prohibitivas no sólo fundadas en el carácter declarativo del 

reconocimiento que implica una aceptación de paternidad, por lo que una vez 

efectuado el reconocimiento no podría al día siguiente dejarse sin efecto si no 

también bajo un el sustento moral y de seguridad jurídica que hace preciso dotar de 

estabilidad al estado de las persona. 

No obstante la Constitución Política del Perú 1993*, en su articulo 6°; amparo el 

principio de unidad de la filiación sentando las bases para el establecimiento de 

un sistema legal sustentado en la verdad biológica, el que encontró su correlato 

muchos años después en la ley 27048 del 06.01.99, en el cual introdujo 

explicitamente en nuestra legislación la causal de evidencia biológica, perdiendo 

importancia las de presunciones legales y/o la posición de estado, frente al 

descubrimiento_ de la verdad real de la filiación a través de todos los medios 

» probables y principales los de carácter científico gue posibilitan la adecuación 

ica, como en el presente caso al haberse 

Mt_:adolaMgdelADN,gy_enosdaumveMadbiolm’ ica distinta a la 

* verdad formal. AZ
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En ese orden el derecho a la identidad entre los atributos esenciales de la persona, 

ocupa un lugar primordial y se encuentra consagrado en el inciso 1) del artículo 2° de 

la Carta Magna, entendido como el derecho que tiene toda persona a ser reconocido 

g?maameme por lo que es y por el modo cómo es, vale decir, el derecho a ser 

S T¡,p&vnduallzado conforme a determinados rasgos distintivos, esencialmente de 
= =1 
T í:¡¡'ácler objetivo (nombres, seudónimos, registros, herencia genét»ca caracteristicas 

-
E
 

PA
 

LO
 

D 

porlamsemo personal más bien de carácter subjetivo (ideología, identidad cultural, 

es, reputación)”; queda claro que cuando una persona invoca su identidad, en 

a de requerir de referentes mucho más complejos, como puede ser el caso 

ias. El entendimiento de tal derecho, por consiguiente,



no pul concebirse de una forma inmediatista, sino necesariamente de manera 

infegral, tanto más cuando de por medio se encuentran planteadas discusiones de 

fondo en torno a la manera de identificar dél modo más adecuado a determinadas 

personas. En el caso específico de los menores la IDENTIDAD BIOLÓGICA DE UN 

NIÑO propende básicamente al derecho del mismo de conocer a sus padres 

biológicos, toda vez que al crecer va asimilando la identidad de la familia y la cultura 

en la que vive, ese es el sentido del artículo 6* del Código del Niño y Adolescente al 

precisar que el niño y adolescente tienen derecho a la identidad lo que incluye 

tener a un nombre, adquirir una nacionalidad y, en la medida de la posibilidad 

de conocer a sus padres y llevar sus apellidos, siendo obligación de Estado 

ervar la inscripción e identidad de los niños; por lo que la decisión en torno a la 

definición de su paternidad por su propio interés deben ser tomadas lo más pronto 

La Convención sobre los Derechos del Niño, parte integrante de nuestro 

sistema jurídico nacional en su Artículo 7.1. expresó “el niño será inscripto 

» inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un 

nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida de lo posible a conocer a sus 

padres y a ser cuidados por ellos, los estados partes velarán oponla aplicación de 

éstos derechos de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que 

hayan contraido en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta 

esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida”; seguidamente el 

artículo 8.1° de la Convención, señala “Los Estados Partes se comprometen a 

respetar el derecho del Niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el 

_ nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilicitas. 

simismo conceptúa que cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los 

entos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la 

e determinado bajo una prueba de alta certeza científica como el ADN que el 

ante no es el padre biológico del menor, no corresponde, bajo rigurosidad de 

positivos 395 y 399 del Código civil, seguir apañando una situación falsa y 

a Ye los derechos de un niño, que como a todos, le corresponde ser cuidado 

apre originario.



Como se podrá advertir tenemos dos normas prohibitivas las invocadas en el artículo 

95 y 399 del Código Civil que comtramten con la norma constitucional articulo 2 e 

inciso 1), por lo que corresponde su inaplicación por parte del juzgador (en vía de 

CONTROL DIFUSO) para resolver de resolver el tema sometido a debate 

privilegiando el derecho al menor a conocer su origen biológico; al respecto el 

articulo 138% de la Constitución Política del Estado Peruano que prescribe... la 

potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder 

Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la constitución y a 

las leyes. En todo proceso de existir incompatibilidad entre una norma 

fi constitucional y una norma legal los jueces prefieren la primera, por lo tanto en 

el presente caso, resulta pertinente aplicar la Supremacía Constitucional. 

= Debo significar que la inaplicación de la ley no es una cuestión de juego, es de última 

__.—';¿_¡Z' ratio, por tanto la potestad judicial sólo la ejerce cuando a) la inconstitucionalidad es 

S «fanifiesta al punto que es imposible encontrarle una interpretacion conforme a la 

D constitución o b) como en el caso de análisis, cuando la preferencia por la norma 

constitucional signifique una real y determinante opción para resolver la tutela y 

defensa de la propia norma fundamental de los derechos constitucionales, que para 0¿
4¿
 

Sg el caso concreto es el del DERECHO A LA IDENTIDAD BIOLÓGICO DE UN 
Ea g SMENOR DE EDAD. 
N &7 Finalmente otro de los fundamentos relevantes en la adopción de esta tesis lo 
g E § constituye el Principio del interés Superior de Niño consagrado no sólo en el artículo 

(\ ; g é’ :' 1X del Título Preliminar del Código de los Niños Y adolescentes sino también en el 

— ¡'g E.‘ articulo 3 de la Convención del Niño; principio que supone la vigencia y satisfacción 

& En simultanea de todos sus derechos del menor. 

CG %E?UNDA SUB. POSICIÓN: 
% 2 

:Adjpta la posición que sí resulta posible para quien reconoció a un hijo extramatrimonial 

ieiar después una acción de impugnación a la paternidad extramatrimonial; bajo el 

stento de la Constitución Política del Perú y los instrumentos internacionales al 



principio que se sustenta en la pretensión de que el juez conoce el derecho 

nacional y se traduce en la necesaria libertad con que debe contar el operador de 

justicia para subsumir los hechos alegados y probados por las partes, dentro de 

las previsiones normativas que rijan el caso concreto que se va a sentenciar, 

libertad que subsiste aún en la hipótesis que los litigantes hubieran invocado la 

aplicabilidad de disposiciones legales distintas. 

2. Que el demandante postuló como pretensión “la impugnación de la 

paternidad extramatrimonial”, sin embargo del contradictorio ofrecido por la 

parte la demandada y de lo debatido en el curso del proceso, se tiene que la 

pretensión real es que judicialmente se declare que el demandante no es el 

— padre biológico del menor, por lo tanto establecido así el tema objeto de 

controversia corresponde al Órgano jurisdiccional, otorgar tutela emitiendo 
- 
- . pronunciamiento sobre la real pretensión que se postula. 
N 
u 
. 

civil forma parte del sustento jurídico para invocar respaldar la acción propuesta, 

no obstante se le viene adjudicando una interpretación literal e inadecuada 

g;g asumiendo que el acto de reconocimiento es irrevocable desde todo punto 
8 Gg de vista; cuando en una interpretación correcta la norma quiere decir que ni 

a gf el padre ni la madre una vez practicado el reconocimiento del hijo 

g w ;'. extramatrimonial voluntario pueden desconocerlo o revocario unilateralmente, de 

<' go.fi ;? mutuo proplo ante los registros civiles, circunstancia que no impide que 

- El 'r‘n" ñ cualquiera de ellos pueda acudir al órgano jurisdiccional y demandar la 

É z 2 — impugnación de dicho reconocimiento, teniendo como fundamentos no ser el 

padre biológico del hijo reconocido, como el caso materia de análisis. Afirma 

nademás que la norma invocada en el artículo 399° del Código Civil no resulta 

é'aplicable al caso analizado, pues en él, PERICO DE LOS PALOTES si intervino 

€directamente en el reconocimiento extramatrimonial del menor PAQUITO, 

Tribunal Constitucional en relación del derecho a la identidad que en su 

mento 21 señaló: “Entre los atributos esenciales de la persona ocupa un 



reconocido estrictamente por lo que es y por el modo como es, vale decir, el 

—derecho a ser individualizado conforme a determinados rasgos distintivos 

esencialmente de carácter objetivo (nombres, seudónimos, registros, herencia 

genética, características corporales, etc.) y aquellos otros que se derivan del 

propio desarrollo del comportamiento personal más bien de carácter subjetivo 

(ideología, identidad cultural, valores, reputación, etc.) 

5. En ese orden la Convención Sobre Los Derechos del Niño suscrita por el Perú 

mediante resolución legislativa N 25278 del 03.08.1990 que forma parte de 

nuestro sistema jurídico interno ha establecido en su Artículo 7.1. “el niño será 

inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que 

nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en la medida de lo posible a 

conocer a sus padres y a ser cuidados por ellos, los estados partes velarán 

Qf? por la aplicación de éstos derechos de conformidad con su legislación nacional y 

. ¿íº las obligaciones que hayan contraido en virtud de los instrumentos internacionales 

pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo 

apétrida”. Luego, en su artículo 8.1. “Los estados partes se comprometen a 

répehr el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la < 

§ g g nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la Ley sin 

23 2 ingerencias ilícitas, cuando algún niño sea privado de alguno de los 

:] 3 z' elementos de su identidad, los estados partes deberán prestar la asistencia 

g ¡%u :,_%' y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad”; 

_o“%; sentir que también es recogido por el artículo 6 del Código de los Niños y 

:1 E 5 adolescentes establece “el niño y el adolescente tiene derecho a la identidad y 

n _º- lo que incluye el derecho a tener un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la 

_ medida de lo posible a conocer a sus padre y a llevar un apellido. Tiene 



quienes son los padres biológicos de un menor y cómo consecuencia de 

preservar la identidad de sus relaciones familiares. 

7. Que es incorrecto interpretar que el derecho a la determinación de la identidad 

filiatoria paterna sea exclusivo del menor y que por tanto sólo él lo puede invocar 

en vía de acción pues en tanto derecho subjetivo, es perfectamente viable que lo 

pueda invocar también quien no sintiéndose padre biológico del mismo, en 

ejercicio de su derecho constitucional a la tutela jurisdiccional efectiva, pueda 

postular ante el órgano jurisdiccional se declare judicialmente que no tiene tal 

condición. Este razonamiento tiene consistencia jurídica, además tanto porque 

nuestra legislación civil admite el derecho del menor a su reconocimiento filial 

paterno (artículo 402 del Código Civil) y porque a la vez reconoce el derecho del 

padre a impugnar la patemidad matrimonial que se atribuye a título de presunción 

'º legal. (artículo 363 del Código Civil); cuanto porque, nuestro ordenamiento juridico 

no ha excluido expresamente esa posibilidad. 

8. Que también constituye un principio básico a tener “el Interés superior del Niño y 

? del Adolescente contemplado por el artículo 3 de la Convención y artículo 1X del 

Título Preliminar del Código de los Niños y adolescente; principio que para el caso 

que se examina, no se infringe en modo alguno, por el contrario, se está optimiza 
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suficientemente acreditado con prueba idónea que existe incongruencia entre su 

identidad que aparece en el registro del estado civil y su realidad biológica. PR
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9. Que la prueba del ADN es un medio de elevadísima confiabilidad en sus 

resultados; y en el caso de análisis se ha determinado con el resultado que no 

existe coincidencia de los perfiles genéticos comparados, entre los que 

corresponde a PERICO DE LOS PALOTES y a los del niño PAQUITO DE LOS 

OTES FIESTAS, es evidente entonces que dicho demandante no es el 

dre biológico del menor a quien había reconocido en su filiación paterna. 
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10. En guma esta tesis asume, teniendo en cuenta que el elemento biológico es la 

rgtíó legis del derecho filiatorio conforme a los fundamentos glosados, que no 

“axist ninguna prohibición legal que impida a un padre impugnar el 

ento filial de su hijo y menos a solicitar se declare judicialmente que no



PONENCIA A CARGO DEL DOCTOR JUAN JOSÉ ESTRADA DÍAZ. Con relación 

a la acción de nulidad de aquel sujeto que habiendo reconocido a un hijo 

extramatrimonial decide impugnar el reconocimiento y lo hace vía acción de nulidad 

de acto jurídico. En primer lugar, la presunción romanistica “mater semper certa’ nos 

lleva a afirmar que no hay duda quien es la madre, a pesar de lo cual hay que tener 

mucho cuidado con el Código actual que es diferente al Código Civil de 1936 el cual 

si la madre aparecía como tal en la partida de nádmiento se presumía que era la 

madre, en el Código Civil actual ya no es así, pues si la madre no reconoce a su hijo 

expresamente, no hay vínculo parental; si por ejm. una persona quiere heredar a su 

madre sin haberlo ésta reconocido, no podría heredar de ella, o si la madre demanda 

la tenencia de su hijo, si no lo reconoció expresamente de acuerdo a lo prescrito por 

los Arts. 386°, 389° y 390° del Código Civil que establece reconocimientos expresos, 

á)o podrá exigir tal pretensión. Pero, en el caso del padre que es el caso más 

"polémico, “pater semper certa”, siempre hay duda sobre la paternidad; cuando 

hablamos de la paternidad hay una serie de interpretaciones que ha llevado a 

confusiones, el Art. 395° del Código Civil establece que el reconocimiento de un hijo 

$$ irrevocable, nadie puede estar desconociendo que reconoció a un hijo, lo cual, 

Í¡"wmo premisa, es correcto. El derecho comparado respecto a este tema, el Código 

#Civil francés establece: el reconocimiento podrá ser impugnado por cualquier 

< persona que tuviera interés incluso por su autor, permite que el propio sujeto que ha 

S reconocido puede impugnar el reconocimiento, pero hay una limitación, cuando 

existe una posesión constante de estado conforme con el reconocimiento y haya 

durado al menos diez de éste, no será posible impugnar; es decir actos públicos, 

notorios, evidentes, de conocimiento vecinal, comunal, que un sujeto se ha 

0 comportado con el niño como su padre, a actuado como padre y públicamente lo 

'g¡ reconoce como padre, ya no puede estar impugnando y pone un tope diez años. El 

1 :deigo Civil español nos acerca más al tema expuesto por la doctora María Celia 
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gJúriprudencia por la doctora Patricia Janeth Beltrán Pacheco, el cual tiene 

“—refere on el Igmadhe estamos discutiendo, el título del tema es: “Si él no es mi 
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de los actos jurídicos de reconocimiento de paternidad. La perspectiva de la doctora 

imo Vásquez establece los conceptos de control difuso, el problema del derecho a 

la identidad, la convención internacional del derecho del niño, como argumentos 

jurídicos para validar la acción de nulidad. Cuando apareció la prueba de ADN 

resultó ser la prueba privilegiada, pero el Tribunal Constitucional ha expedido 

resoluciones y una sentencia en la cual, cuando muchos esperaban que defina o dé 

el concepto de lo que es interés superior del niño y el adolescente, no lo da, lo cual 

— está bien, porque éste no se circunscribe al Código del Niño y Adolescente ni al 

Derecho de Familia, sino a todo el derecho civil, al derecho comercial, societario, 

bancario, concursal, etc., por eso es que no hay una conceptualización determinada 

para establecer en numerus clausus cuales son los supuestos del interés superior 

del niño. Con la prueba del ADN se deja de lado la verdad jurídica y pasamos a la 

afectiva donde el verdadero padre es el que ama. El Tribunal constitucional ha 

desarrollado una ejecutoria muy importante para los jueces de familia y los jueces en 

general, sobre la familia monoparentales donde tanto el hombre como la mujer son 

& padre y madre, y el derecho descuida eso, el derecho se construyen con la visión de 

pareja, pero no siembre hay pareja, y sin embargo funciona bien la familia 

monoparentales. 

Otra verdad es la sociológica que genera la posesión de estado, es decir yo me 

llamo Juan Estrada pero mi padre decide impugnar mediante la acción de nulidad de 

acto jurídico, y mañana me llamo Juan Pérez, es necesario ponerse a pensar en el 

niño y preguntarse que es lo más importante el ser humano o las articulaciones 

jurídicas. 

- g wAsimismo encontramos la verdad de la voluntad individual que afirma que para ser 

3 gvadre 0 madre es necesario quererlo, la paternidad no se impone, sino que se nace 

É ítener la paternidad; la paternidad trasciende más allá de lo jurídico. En consecuencia 

‘Ja\verdad no solamente es biológica, sino es sentimiento, es psicológica, es una 

%¡e/ 'íád que va más allá de la pura articulación judicial. 

de ta la posición de que en el presente caso no puede ser acción de nulidad de 

]“ur¡dico. pero si debe aplicarse control difuso, el derecho a la identidad, pero no 

háy'que olvidar un concepto que es elemental que esta estipulado en el Art. 221° 

inciso 3) del Código Civil; no es la acción de nulidad de acto juridico, debe ser la 

acción de| anulabilidad de acto jurídico basándonos en el error, el dolo, la bis 

> o) pul ‘- 0 la-bis absoluta, los vicios de la voluntad. Todos parten del presupuesto 

m7 

& Tl 

E
a
 

E 
P
O
D
E
R
 

i 
‘D
‘Q
l?
'”
:r
tl
;l
g"
- 

l 

Ea 

< í 

Ui
y,
 

TU
NB
ES
 



lg}ullidad del acto juridico porque dicen que es juridicamente imposible, que el fin 

es ilícito, pero no es asi, se puede cuestionar pero en una acción de anulabilidad de 

acto jurídico y con un plazo de prescripción dos años, la acción de anulabilidad 

prescribe a los dos años; es interesan el sistema español desde que cesó el vicio del 

consentimiento, desde que cesó el error; si ya se reconoció a ese niño como hijo y 

!aún así queda la duda, el padre que tiene la patria potestad, ergo puede ir a un 

- 'atorio acreditado a practicarse la prueba del ADN, por la expresión latina “pater 

semper certa”. Se deja claro que lo correcto es la -acción de anulabilidad, pues, si 

mos a la acción nulidad, se estaría entrando en el campo de la revocabilidad y eso 

— es imposible juridicamente, porque la revocación de los actos jurídicos son 

irrevocables y en este caso no puede haber revocación. 

En conclusión respecto a la prescripción extintiva de la acción alimentaría, esta se 

jurídico con una perentoriaridad de prescripcién extintiva - -de dos años 

fundamentándose en vicios de la voluntad. 

CONCLUSIONES DE LOS GRUPOS DE TRABAJO 

uidamente, el Presidente de la Comisión de Plenos, concede el uso de la palabra a 

los señores relatores de cada grupo de trabajo a fin de que den lectura de las 

conclusiones arribadas respecto al segundo tema, conforme se detalla a continuación: 
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GRUPO N* 1: POR MAYORÍA concluye que no es posible el cuestionamiento de la 

paternidad de hijo extramatrimonial vía acción de impugnación de patemidad, sino 

mediante acción de anulabilidad del acto jurídico por vicios que afectan la voluntad, 

%mforme al Art. 221° del Cédigo Civil bajo el fundamento radica en que el proceso por 

= ulabilidad de acto juridico resulta ser el menos lesivo para los intereses del niño o del 

P
A
B
L
O
 

Ól,
 

PR
ES
ID
E!
 

P
O
D
E
R
 

"
.
 

'E
LA
CI
ON
ES
 

AP
 

glescente segun el caso. 

JU
LI
O 

CE
SA
R 

CA
ST
AN
ED
A 

pueda impugnar posteriormente; señalando además que no hay necesidad de 

trol difuso para hacer valer la impugnación del reconocimiento.



GRUPO N* 4: POR MAYORÍA acuerdan que no es posible iniciar una acción de 

impugnación de paternidad para cuestionar el reconocimiento de un hijo extramatrimonial, 

por cuanto este tipo de acción está reservado al cónyuge, conforme lo dispuesto el Art. 

» 363° del Código Civil, en concordancia con el Art. 361° del mismo cuerpo normativo; 

quien efectuó un reconocimiento de un hijo extramatrimonial por considerar ser el padre 

biológico, puede cuestionar dicho reconocimiento mediante una acción de anulabilidad 

del acto jurídico por vicio de la voluntad (error, dolo, violencia o intimidación), conforme 

dispone el Art. 221* del Código Civil. 

de trabajo, el Presidente de la Comisión de Plenos, concede el uso de la palabra a los 

magistrados asistentes que deseen efectuar algún aporte adicional a los argumentos ya 

Qertidos. 

. PABLO DÍAZ PISCOYA, señala que se han planteado dos posiciones, la primera es que 

si es posible impugnar el reconocimiento de la paternidad, ésta debe entenderse como la 

primera opción, porque dice: quién reconoció un hijo extramatrimonial no puede iniciar 

después una acción de impugnación de patemidad extramatrimonial; por tanto la idea 

primigenia es si se puede o no impugnar el reconocimiento que ya ha sido realizado. 

Quienes sustentan y dicen que no se puede, es porque el Art. 395* del Código Civil señala 
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Se pue 
jerer revocar el reconocimiento; entonces la irevocabilidad es cuando se actúa de motu 

pio, en consecuencia sí es posible demandar y pretender la pretensión de impugnar el 

ocimiento que se ha practicado, porque hay también el derecho constitucional a la 

Zrutdla jurisdiccional efectiva, por tanto se puede hacer uso de este derecho para que el 

jano jurisdiccional responda a ésta pretensión. No se ha considerado que sea 

mente el tema de la nulidad del acto jurídico propio para este supuesto de 

Set de ir hoy a la Municipalidad y reconocer un hijo y mañana volver a la Municipalidad y 
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GRUPO N* 4: POR MAYORÍA acuerdan que no es posible iniciar una acción de 

impugnación de paternidad para cuestionar el reconocimiento de un hijo extramatrimonial, 

por cuanto este tipo de acción está reservado al cónyuge, conforme lo dispuesto el Art. 

363* del Código Civil, en concordancia con el Art. 361* del mismo cuerpo normativo; 

quien efectuó un reconocimiento de un hijo extramatrimonial por considerar ser el padre 

| — biológico, puede cuestionar dicho reconocimiento mediante una acción de anulabilidad 

» del acto jurídico por vicio de la voluntad (error, dolo, violencia o intimidación), conforme 

dispone el Art. 221* del Código Civil. 
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Fuego de leidas las conclusiones arribadas por los señores relatores de los cinco grupos 

de trabajo, el Presidente de la Comisión de Plenos, concede el uso de la palabra a los 

magistrados asistentes que deseen efectuar algún aporte adicional a los argumentos ya 

o avertidos. 

- . % éDr. PABLO DÍAZ PISCOYA, señala que se han planteado dos posiciones, la primera es que 

s Psi es posible impugnar el reconocimiento de la paternidad, ésta debe entenderse como Iz 

ñ g_ primera opción, porque dice: quién reconoció un hijo. extramatrimonial no puede inicia 

I%g'l después una acción de impugnación de patemidad extramatrimonial; por tanto la ides 

F; ºº, 5 primigenia es si se puede o no impugnar el reconocimiento que ya ha sido realizado 

— a a:' g Quienes sustentan y dicen que no se puede, es porque el Art. 395° del Código Civil señale 

! n _º' que el reconocimiento no admite modalidad y es irrevocable, el cual se refiere al acto de 

irrevocabilidad por parte del mismo sujeto que ha practicado el reconocimiento, es decir, nc 

g Se¿Puede ir hoy a la Municipalidad y reconocer un hijo y mañana volver a la Municipalidad y 
Sa 
1u derer revocar el reconocimiento; entonces la irrevocabilidad es cuando se actúa de mott 

£ 0 jurisdiccional responda a ésta pretensión. No se ha considerado que se: 

; ,SW mente el tema de la nulidad del acto jurídico propio para este supuesto de 
CEE A - . - 

mpsUnación al reconocimiento de la patemidad extramatrimonial, porque creemos que e 
" 

y ¿¿fvec ho de familia se desenvuelve dentro de un ámbito distinto a lo que es el acto juridicc 

es cierto que es un acto jurídico, pero lo que se está privilegiando es normas que 

contrayienen a todo lo que es acto juridico puro; por ejm. tenemos el caso de que lz 

norma vidad del derecho de familia restringe en algún momento el tiempo para impugnar lé



matrimonio la esposa le dice a su marido que el niño no es su hijo y el tercero con el que lo 

ha procreado quiere reconocer a su hijo, en este supuesto la ley lo impide mientras el 

presunto padre (marido) lo haya impugnado y haya obtenido sentencia favorable, por ello 

no se puede aplicar las normas de nulidad de acto jurídico, pues el derecho de familia ha 

sido concebido con una concepción distinta de lo que es el derecho a la identidad biológica, 

lo que el Código Civil esta privilegiando es un derecho de filiación jurídica, ya que permite la 

adopción que biológicamente el hijo es del padre que tuvo originariamente, pero luego tiene 

otro padre jurídicamente distinto y la ley lo acepta. Considera por tanto que debe 

descartarse toda posibilidad de aplicar el tema de la nulidad del acto jurídico a lo que es el 

tema de la filiación y concretamente de lo que es de la impugnación del reconocimiento de 

“——— a paternidad extramatrimonial. 

- Dra. MARÍA CELIA PRIMO VÁSQUEZ, si analizamos las normas nos podemos preguntar 

& por qué se hace una distinción en lo que es impugnación y nulidad y porque de consuno 

.é" < d¿z;de un principio el legislador no ha incorporado el término de nulidad prefiriendo en el 

o ofibrecho de familia el término de impugnación; se adhiere a la posición del Dr. Díaz Piscoya 

con la diferencia del control difuso que ya se ha expuesto. Agrega que con el devenir del 

g avance cientifico han surgido nuevas situaciones que no estaban contempladas, pues el 

'eº Código Civil fue promulgado en 1984, posteriormente en 1999 es que se incorpora la Ley 

N* 27048 que contempla la prueba de ADN buscando la verdad bioldgica; considera que el 

o haberse entrado a un plano netamente formalista, sin embargo se pone en la posición de 

g s'ue en algunos casos como se encontraban fuera del plazo las demandas de impugnación 

3 >e declaraban improcedente y la Corte Suprema ha establecido que debe privilegiarse el 

< derecho ala Tutela Jurisdiccional Efectiva del Estado. Se mantiene en la posición que sí es 

; posible darle solución a este caso a través de la vía de impugnación. 

Dr. LEONCIO QUISPE TOMAYLLA, sostiene la acción de impugnación de paternidad tal 

cual se ha nominado para cuestionar un reconocimiento de hijo extramatrimonial, desde su 

%lnto de vista este tipo de acción no corresponde ejercitarla en contra de este tipo de 
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' % z Wmlen!º, en principio porque la impugnación de la paternidad supone desde el 

l }} erecho de familia regulado en nuestro Código Civil la que está permitida para cuestionar la 

(/ _í itemidad matrimonial en función de la presunción pater is; el Art. 361° del Código Civil 
H - 

\ :“;’ eñ _g,ñ;.¡e el hijo nacido dentro del matrimonio o dentro de los trescientos dias siguientes a 

§. ! S¿'ón tiene por padre al marido, en contra de esta filiación atribuida por ley es que la 

htividad del Código Civil permite formular una acción contestatoria de esa paternidad, 



algún vicio estructural en la misma. 

ra. MIRTHA ELENA PACHECO VILLAVICENCIO, se inclina por la anulabilidad del acto 

juridico de reconocimiento de la paternidad por cuanto puede ser invocado por las partes 

que tienen interés, sin embargo la nulidad puede ser invocada también por un tercero. 

Dr. FALLA SALAS, particularmente ha visto tres casos de cerca que los pone de ejm. Un 

señor que tenía una hija de seis años a quien le practicó la prueba de ADN y resulta que no 

es su hija, sin embargo luego de algún tiempo se desiste de practicar cualquier acción que 

demuestre que no es el padre, a fin de no causarle ningún daño a la menor. Ejm. 2) el 

esposo demanda la nulidad de la partida de nacimiento del hijo de su mujer habido con un 

tercero. Ejm. 3) una joven queda embarazada de su enamorado quien la abandona y no 

volvió a verlo, pero se casa con un tercero quien reconoce a su hijo, luego de diecisiete 

años el padre biológico se encuentra con su hijo y pretende reconocerlo judicialmente, y 

. Qº_? luego interpone una demanda sobre el derecho a la identidad. Son tres ejemplos que tienen 

S Q(lº comun el tema de la filación; para la solución se puede hablar de la categoria 

l;é"" S\natfimonial y la categoría extramatrimonial, siendo que la primera se basa en fuertes 

presunciones, esto es que el hijo nacido dentro del matrimonio tiene por padre al esposo, 

aún cuando la mujer declare que no es hijo de su esposo o sea condenada por adultera, 

aqui el remedio que pone la norma es la de contestación de la paternidad; sin embargo en 

dl? filiacién extramatrimonial se requiere como prueba el reconocimiento como acto juridico o 

a sentencia del juez que así lo declara y por eso es que la impugnación de la patemidad 

tiene como demandante legítimo al esposo; por tanto el reconocimiento tiene su remedio en 

la teoría general del acto jurídico, no siendo necesario acudir a la impugnación de 

paternidad que está previsto para tratar temas de presunciones legales frente a un acto 

jurídico unilateral no recepticio que es el reconocimiento y que fácilmente puede verificarse 

ue concurre toda la estructura del acto como son los presupuestos, los elementos y los 

Ea uisitos. Por otro lado, pareciera existir una confusión, porque cuando vemos el tema del 

rfíagocio jurídico, se habla de una ineficacia estructural y una ineficacia funcional; lo que acá 

interesa es la ineficacia estructural el cual tiene un remedio que es la invalidez, la que a su 

z tiene dos categorías: la nulidad (absoluta o relativa) y la anulabilidad. Frente a los actos 

idicos nulos, sólo resta ser declarados nulos judicialmente, estos no tienen ninguna 
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é‘sm que la decisión la toma aquél que siente el perjuicio; un acto juridico anulable o es 

contir 
“ 

ado y se convierte un acto jurídico válido, o se demanda la nulidad de ese acto 

fico anulable a efecto que sea declarado nulo y muera, no se demanda su anulabilidad. 

r '.V?IILLIAMS HERNÁN VIZCARRA TINEDO, los conceptos de nulidad, impugnación, 
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absolutos, pues si hay la posibilidad de que una persona que reconoció a un hijo 

amatrimonial pueda impugnarlo judicialmente; asimismo, en el caso de hijos 

Z:;imoniales, no existe la posibilidad en algunos casos de que pueda impugnarse. En el 

primer supuesto el Art. 363* del Código Civil señala taxativamente en qué únicos casos el 

padre de un hijo matrimonial puede negar la paternidad; por otro lado, en el Art. 399* del 

mismo cuerpo normativo, también se prevé algunas causales por las que el padre de un 

hijo matrimonial pueda impugnar esa patemidad. El 395* del Código Civil prescribe que el 

reconocimiento es irrevocable, esta figura debe entenderse, por ejm. en una relación 

q\exlramattimoniai surge como consecuencia un hijo y a esta persona a quien le imputan la 

g\aatemidad lo reconoce como su hijo, este supuesto la ley lo prevé como irrevocable, no es 

viable en este supuesto la acción de impugnación de paternidad de hijo extramatrimonial 

reconocido cuando lo plantea el mismo que lo reconoció; si los abuelos reconocieron a su 

.:;IZ‘ ni‘:co como hijo de su hijo, en este supuesto de hijo extramatrimonial esta persona si puede 

5 '@pugnar la paternidad de hijo extramatrimonial, por tratarse de un supuesto que la ley lo 

,Srevé. Señala además que no se está advirtiendo que cuando se declara fundada una 

demanda de impugnación de paternidad de hijo extramatrimonial, se está perjudicando al 

menor, pues la consecuencia es dejar a un niño sin padre; por tanto, en el supuesto de 

existir una persona que voluntariamente reconoce un niño y luego de un tiempo se entera 

propio Código Civil que da varios términos jurídicos como: la negación, la contestación y la 

impugnación; son categorías propias del derecho de familia. El Art. 363* establece la 

negación de la paternidad el cual prescribe que el marido que no se crea padre del hijo 

de ¿érnestación, de modo que el género sigue siendo contestación y dentro de ésta se 

p S'Wntran las causales de negación que son los supuestos que están en el Art. 363* del 

- El Art. 399* de dicho cuerpo normativo, respecto a la filiación



patemidad, pero desde el punto de vista positivista o legal no se emplea dicho término; el 

reconocimiento puede ser negado por el padre o la madre que no intervino en él, por el 

pro¡íio hijo, por sus descendientes o por quienes tengan interés legítimos sin perjuicio de lo 

dispuesto por el Art. 395°, la palabra impugnación ha sido construida en base a las sumillas 

empleadas en diferentes Códigos Civiles; pero en cuanto a la filiación matrimonial las 

causales son la de negación y la acción es la de contestación y en cuanto a la filiación 

extramatrimonial las causales son la de negación y la acción es la de negación. El Art. 401° 

del Código Civil señala que el hijo menor o incapaz puede en todo caso negar el 

reconocimiento hecho en su favor dentro del año siguiente a su mayoría o a la cesación de 

,g: su incapacidad; aquí el término empleado es de negación y ésta se hace valer a través de 

3) ¿¿ºiu acción de contestación. Respecto a la noción de nulidad y anulabilidad es importante 

3 señalar que si se habla de error, dolo o cualquier otro vicio de la voluntad, es un tema de 

anulabilidad y no de nulidad, prueba de ello es que la ejecutoria que emplea la Corte 

Suprema admite la nulidad de un acto jurídico, basándose en una voluntad viciada lo cual 

v. Seguidamente el Dr. Pablo Diaz Piscoya señaló que no se puede hacer una votación sobre 

posiciones que no han sido debatidas; a lo cual el Dr. Williams Hernán Vizcarra Tinedo 

señaló que la plenaria sí está facultada para tomar como acuerdo una posición que no 

aparece inicialmente como propuesta. 

VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, el Presidente de la Comisión, Dr. Percy Elmer 
- 

< % keón Dios, invitó a los señores Vocales Superiores Participantes a emitir su voto respecto 
d7 u 
-% las posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente: 

ICLUSION PLENARIA: El Pleno adoptó por MAYORÍA la posición de que si procede 

a impugnación de paternidad de hijo extramatrimonial mediante la acción de anulabilidad 



TEMA N* 3 

SI SE PLANTEA ACCIÓN DE REPOSICIÓN POR DESPIDO FRAUDULENTO O 

INCAUSADO, EN LA VÍA ORDINARIA LABORAL, PUEDE EL JUEZ LABORAL 

ORDENAR DICHA REPOSICIÓN. 

PONENCIA A CARGO DEL DOCTOR PABLO DÍAZ PISCOYA. El tema en comento 

trata de determinar si es que se puede demandar en la vía ordinaria laboral la reposición 

de un trabajador sujeto al régimen laboral de la actividad privada, alegándose el despido 

fraudulento el cual requiere prueba. Para entender el tema, es necesario conocer que el 

Tribunat Constitucional en la sentencia expedida en el caso Llanos Huayco (Expediente 

N* 976-2001-AA/TC) y ratificada en el caso Baylón Flores (Expediente N* 0206-2005- 

PA/TC), ha reconocido que se generan tres formas de despido con infracción de 

deteminados derechos fundamentales reconocidos en la Constitución o en los tratados 

relativos a derechos humanos, estos son: el despido nulo reconocido en el Art. 29 del D. 

§Leg. 728; el despido incausado que se produce cuando se despide al trabajador ya sea 
D N de manera verbal o escrita, sin expresarle causa alguna derivada de la conducta o la 

éfi‘ f ¿?' labor que la justifique; y el despido fraudulento que se produce cuando se despide al 

N trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el engaño, esto es, de manera contraria a 

la verdad y la rectitud de las relaciones laborales. Así mismo, el Tribunal Constitucional 

"' ha precisado, que en caso de despido fraudulento cuando este no requiere prueba, es 

procedente la vía procesal del amparo para conseguir los efectos restitutorios (readmisión 

:,' del empleo), en tanto que cuando se requiera de actividad probatoria, la via para 
d 

g 5 3 deteminar la veracidad o falsedad del despldo fraudulento resulta ser la ordinaria 
ul 

o ? 

2a Primera posición sostiene que no es posible tramitar una demanda en la vía del 

Proceso laboral ordinario, cuando el demandante pretende su reincorporación laboral, 

a través de esta vía solo es posible conseguir efectos resarcitorios o de 

, nización conforme a lo previsto por el Decreto Supremo 003-97-TR. El argumento 

f:é",kt que si bien el TC confiere a los juzgados laborales la competencia para conocer el 

}&sptdo fraudulento que requiere prueba, lo hace solamente para fines resarcitorios, pues 

y á ¡g nqlea hubiera sido conceder también tutela restitutoria lo hubiere dicho expresamente; 

: i‘ anera que cuando el TC deriva a la vía ordinaria laboral la tramitación de este tipo 

al 

—
 



728. además, en el fundamento 17 de la sentencia recaida en el caso Baylón Flores, se 

precisa que el juez de trabajo sólo tiene competencia para conocer de la impugnación de 

despido sin reposición; es más, se sostiene que la competencia sólo puede ser fijada por 

norma legal expresa y no a través de una creación normativa del TC. 

La Segunda posición sostien:e que si es procedente tramitar en la via del proceso 

ordinario laboral una demanda en el que se ha configurado un despido fraudulento que 

requiere prueba y ordenarse en la sentencia la reincorporación laboral del demandante, 

pues así lo autoriza la sentencia normativa emitida por el Tribunal Constitucional en el 

Expediente N* 0206-2005-PA/TC (Caso Baylón Flores). El fundamento a esta posición, 

radica que en atención al fundamento octavo de la sentencia recaida en el caso Baylón 

CFI…. sí es posible que en la vía ordinaria laboral se tramite una pretensión de despido 

arbitrario con fines restitutorios cuando acreditarlo requiera prueba; por lo demás, no hay 

que olvidar que el Juez ordinario es el primer garante de una adecuada protección de los 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y en ese sentido le corresponde 

ótorgar tutela restitutoria que repare el daño producido por el acto agresor del despido 

fraudulento. No amparar los efectos restitutorios seria vaciar de contenido la creación 

constitucional del despido fraudulento, llegándose a un criterio absurdo que el proceso 

por despido fraudulento tramitado en la vía constitucional sí tenga efecto restitutorio 

- mientras que el seguido en la vía ordinaria (solo por falta de pruebas) tena unidamente 

efecto resarcitorio. De otro lado, frente al cuestionamiento de la falta de norma que 

asigne la competencia de los jueces laborales para conocer este proceso, sostienen que 

si existe norma, la cual se encuentra en el fundamento octavo de sentencia del Caso 

Baylón Flores, que tiene una incuestionable naturaleza normativa. 

CONCLUSIONES DE LOS GRUPOS DE TRABAJO 

este estado, el doctor Percy Elmer León Dios, Presidente de la Comisión de Plenos, 

- de el uso de la palabra a los señores relatores de cada grupo de trabajo a fin de 

iden lectura de las conclusiones arribadas respecto al tercer tema, conforme se 

a continuación: 

5 



GRUPO N* 2: POR UNANIMIDAD, manifiestan su conformidad por la posición “B”, esto 

es que sí es procedente tramitar en vía de proceso ordinario laboral una demanda en la 

que se ha configurando un despido fraudulento ‘cuando esta requiere prueba, siendo el 

fundamento la mayor protección de la esfera constitucional del derecho al trabajo 

entendiendo que el despido fraudulento cuando requiere prueba no es amparable vía 

proceso constitucional. 

GRUPO N* 3: POR UNANIMIDAD acogen la posición que “Si, es procedente tramitar en 

la vía del proceso ordinario laboral una demanda en la cual se ha configurado un despido 

fraudulento que requiere prueba y ordenarse en la sentencia que se emita, la 

REINCORPORACIÓN LABORAL del demandante, pues, así lo autoriza la Sentencia 

mitida por el tribunal Constitucional emitida en el Expediente N° 0206-2005-PA/TC. y 

Á.'('º ‘I'E,xpediente N* 976-2001-AA/TC. 

GRUPO N* 4: POR MAYORÍA adoptan la segunda posición, es decir que si es posible 

tramitar la reposición en un proceso ordinario laboral cuando se ha configurado un caso 

de despido fraudulento. Con la atingencia que en posición del doctor Vizcarra Tinedo, ello 

será posible si se plantea la reposición como pretensión subordinada de otra pretensión. 

VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, el Presidente de la Comisión, Dr. Percy Elmer 

León Dios, invitó a los señores Vocales Superiores Participantes a emitir su voto respecto 

a las posiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente: 

N
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Por la posición número 01: Total de O votos. 
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, Por la posición número 02: Total de 09 votos, 

Abstenciones: 0 

nte tramitar en la vía del proceso ordinario laboral una demanda en la cual se ha 

urado un despido fraudulento que-requiere prueba y ordenarse en la sentencia que 



TEMA N* 4 

LOS OBREROS MUNICIPALES, QUE REPRESENTADOS POR SU GREMIO 

SINDICAL., SUSCRIBIERON CONVENIO COLECTIVO EN EL QUE SE PACTÓ QUE 

EL MONTO DE LA GRATIFICACIÓN POR FIESTAS PATRIAS MAS NAVIDAD Y 

AÑO NUEVO, DEBÍA SER EL QUE FIJE ANUALMENTE EL GOBIERNO 

CENTRAL, TIENEN DERECHO A QUE SE LE OTORGUE UNA GRATIFICACIÓN 

IGUAL AL MONTO DE SU REMUNERACIÓN, CONFORME AL ARTÍCULO ?* DE 

LA LEY N° 27735 Y SU REGLAMENTO. 

ENCIA A CARGO DEL DOCTOR WILLIAMS HERNÁN VIZCARRA TINEDO. 

Señala que la motivación que ha dado lugar a este tema, está dado porque en algunas 

Municipalidades Provinciales y Distritales de esta Región, algunos gremios sindicales 

Ag:,,\ que representan a los trabajadores municipales llegaron a sendos acuerdos que 

y N l-z:uriosamente en algunos casos se reconocían derechos, ya reconocidos por la ley pero 

b .‘gen un monto mayor o en una mejor posibilidad juridica, generando el problema si se 

aplica el convenio colectivo practicado por las partes o se aplica lo que la normativa 

legal establece en ese caso en concreto. Para solucionar este problema, de acuerdo a 

planteamiento previsto; para asumir una posición al respeto, es necesario tener 

;lasema cuando se está frente a convenio colectivo, el cual viene a ser una especie de 

Q)ntrato colectivo entre un empleador y un trabajador o entre un grupo de trabajadores 

3 un empleador o entre un grupo de empleadores y un grupo de trabajadores, 

presentados por su gremio sindical; son formas pacíficas de solución de conflictos y 

cuando fracasa la posibilidad de un acuerdo a través de un convenio colectivo, 

sobreviene la huelga según el D. Ley N* 25593. Asimismo, conforme a los 

antecedentes de las convenciones colectivas, desde el año 1936 el Estado a través de 

X 

. 

colectivos, este decreto fue el sustento básico para que posteriormente en el 

mitiera en la época de Alberto Fujimori, el Decreto Ley N* 25593 que



2003-TR, en donde se estableció de manera fija las causales, las vías, los 

procedimientos para llegar a un acuerdo de convenio colectivo. La convención colectiva 

trabajo es el acuerdo destinado a regular las remuneraciones y las condiciones de 

trabajo y productividad, es decir que, a través de un convenio colectivo lo que busca el 

gremio sindical es mejorar sus condiciones de trabajo, condiciones remunerativas y a la 

vez mejorar las posibilidades de productividad del centro laboral; o sea, no solo es un 

mecanismo de salida a problemas laborales a favor del trabajador, sino que a la vez se 

busca mejorar los niveles de productividad de la misma empresa y obviamente lo que 

se acuerda en un convenio colectivo, no sólo vincula a las partes que intervienen en él, 

sino que también vinculan jurídicamente a aquellos sujetos que puedan verse 

afectados por ese convenio colectivo, puede darse el caso que se llegó a un acuerdo 

en el año 1995 y en el año siguiente se incorpora a la empresa un nuevo trabajador 

quien tiene los mismos beneficios, las mismas negociaciones pactadas en el convenio 

colectivo del año anterior, esto es, no solo vincula a quienes intervienen en el convenio 

¿z,sino a otras personas que les pueda afectar también; asimismo el Decreto-Supremo N* - 

s:g’ 25593 también se regula la posibilidad de que pueda negociarse nuevamente las 

S mismas que fueron negociadas en un convenido anterior por la razón que se estableció 

un plazo límite de vigencia de los acuerdos, salvo que como parte de ese acuerdo se 

establezca un plazo de vigencia, si no se.fija un plazo de vigencia se entiende que el 

mismo es de un año. 

municipalidad acordaron el otorgamiento de una gratificación por fiestas patrias y 

navidad cuya equivalencia debía ser de acuerdo a lo establecido por el Gobierno 

. Central. Los obreros municipales que estan sujetos al régimen laboral privado, tenian 

geg esa fecha en vigencia la Ley N* 27735 que en su Art. 2° establecía que el monto de 

gratificaciones por fiestas patrias y navidad debía ser equivalente a la remuneración 

perciba el trabajador en la oportunidad que corresponda otorgar el beneficio; 

iértase que esta ley es anterior al acuerdo, es decir cuando los trabajadores 

”ig?a la ley 27735 de fecha 27 de mayo del 2009, es decir cuatro meses antes, el 

; < flf'aáam nto había dado una Ley que reconocía una gratificación igual al monto de su 

; ránu ión, y sin embargo cuatro meses después los trabajadores acuerdan con su 

3 .3¡?ple lor que la gratificación debe ser de acuerdo a que el gobierno central fije para el 

: 2 tor público. 

intérrogante es establecer: 

Los obreros municipales, que representados por su gremio sindical, 

38



suscribieron convenio colectivo en el que se pactó que el monto de la gratificación por 

fiestas patrias más navidad y año nueve, debía ser el que fije anualmente el Gobierno 

Central, si tienen derecho a que se les otorgue la gratificación cuyo cálculo deberá 

hacerse sobre la base de la remuneración percibida en el mes anterior a la fecha de 

percepción, conforme al Art. 2* de la Ley N* 27735. 

La opción 2: Los obreros municipales, que representados por su gremio sindical, 

suscribieron convenio colectivo en el que se pactó que el monto de la gratificación por 

fiestas patrias más navidad y año nuevo, debía ser el que fije anualmente el Gobierno 

Central, no tienen derecho a que el cálculo de la gratificación se ha sobre la base de la 

remuneración percibida en el mes anterior a la fecha de percepción, ya que prevalece 

la convención que es Ley entre las partes sobre el Art. 2° de la Ley 27735. 

CONCLUSIONES DE LOS GRUPOS DE TRABAJO 

- ‘g: En este estado, el doctor Percy Elmer León Dios, Presidente de la Comisión de Plenos, 

3 poncede el uso de la palabra a los señores relatores de cada-grupo de trabajo a fin de 

Qéb que den lectura de las conclusiones arribadas respecto al cuarto tema, conforme se 
A 

detalla a continuación: 

GRUPO N* 1: POR UNANIMIDAD acordó que en el caso de existir convenios colectivos 

que otorguen a los trabajadores beneficios laborales por debajo de los concedidos en la 

Ú ;_Ley. debe aplicárseles a los trabajadores los beneficios previstos en la Ley, considerando 

que los convenios colectivos constituyen una herramienta del derecho colectivo del 

traba;o para mejorar las condiciones laborales y remunerativas, por encima de lo que 

establece para la generalidad de trabajadores, el ordenamiento jurídico; más aún por 

aplimción del principio “in dubio pro operario' y, en oonseouencia. no puede



anterior a la fecha de percepción, conforme al artículo 2* de la Ley N* 27735, dejando de 

lado el convenio colectivo en aplicación del Principio Pro Operario. 

RUPO N* 4: POR MAYORÍA acordó que el trabajador sí tiene derecho a que se le 

— \ abone la gratificación reconocida por la Ley 27735 y no la que pueda haberse establecido 

| enel pacto o convenio colectivo, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 26° numeral 

- 2) de la Constitución Política del Perú, pues es principio que regula la relación laboral, el 

'¡ carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la Ley. 

¡| DEBATE: 
v 
1 

? Dr. PABLO DÍAZ PISCOYA, se está frente a un caso concreto en el cual el pacto colectivo 

z B gi'grgaba menos derechos que la Ley, pues la primera opción sostiene que sí tiene derecho 

5 ¿áue se le otorgue la gratificación cuyo calculo deberá hacerse sobre la base de la 
& \.7,,‘?’\ remuneración percibida en el mes anterior, y la- segunda opcién es por que no tiene 

NS derecho a que el calculo de la gratificación sea sobre la base de la remuneración percibida 

en el mes anterior, prevalece la convención que es ley entre las partes, si el convenio 

VOTACIÓN: Concluido el debate plenario, el Presidente de la Comisión, Dr. Percy Elmer 

eón Dios, invitó a los señores Vocales Superiores Participantes a emitir su voto respecto 

gposiciones propuestas, siendo el resultado el siguiente: 
= 

¢Ja posición número 02: Total de 09 votos. 

- 

¿;3»¿9 USIÓN PLENARIA: El Pleno adoptó por UNANIMIDAD la posición número 1, en 
e1$'ent do que debe otorgársele lo más favorable al trabajador, es decir que sí tienen



Siendo las seis de la tarde del día diez de junio del año dos mil nueve, se dio por 

concluido el Pleno Jurisdiccional Distrital en materia Laboral y Familia d'e la Corte 

Superior de Justicia de Tufmbe 

Vigcal (1deta-Sala Civil 

PODER JUDICIAL TUMBES 
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